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7.1 Casos
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CASOS

TORTURA SEGUIDA DE MUERTE

Hipólito De La Cruz Condori

El día 4 de junio de 1997, al promediar las 4:00 de la mañana, Hipólito De la Cruz Condori  fue

conducido por Manuel Morón Gonzáles a la delegación de policial, investigado por tentativa de

hurto agravado. Posteriormente fue encontrado muerto a las 10:30 pm, a la altura del km. 373 de

la carretera Panamericana Sur, en posición de cubito dorsal, orientado de sur a norte, junto

algunas pertenencias personales, siendo trasladado a la morgue del hospital general de la ciudad

de Palpa. La necropsia realizada por los médicos legistas de esa ciudad, dio como resultado

muerte por asfixia, (fractura de columna cervical y ruptura de tráquea), hemorragia interna (por

ruptura de vísceras macizas, hígado) y torturas físicas externas (como quemaduras en pierna

izquierda, escroto, borde anal y muslo derecho), y fractura de muñeca de la mano derecha.

El representante del Ministerio Público de la ciudad de Palpa, formuló denuncia contra

Celso Bautista Vásquez por el delito de homicidio, proceso que ha concluido con sentencia

absolutoria expedida por la segunda sala penal de la Corte Superior de Justicia de Ica el 19 de

noviembre de 1998, posteriormente la primera sala penal de la Corte Suprema declara no haber

nulidad el 27 abril de 1999, disponiendo se archive provisionalmente el proceso, con el fin de

continuar las investigaciones que permitieran dar con los responsables de su muerte. De las

investigaciones efectuadas se presume que los miembros policiales José Raúl Ismodes Aguilar,

Elio Saúl Toribio de la Cruz y Juan Humberto Rivas Sánchez, son los responsables de haber

participado en la elaboración del atestado, que tuvo como protagonista al occiso, atestado en el

que se aprecian irregularidades como haber tomado la manifestación del detenido sin la inter-

vención de un abogado que garantice sus derechos. Actualmente el proceso según resolución

administrativa, dispone que los autos sean vistos por la sala mixta descentralizada de Nazca. La

Comisión de Derechos Humanos de Ica se encuentra apersonada en la mencionada ciudad para

ejercer la defensa, conjuntamente con el Instituto de Defensa Legal.

David Marcial Pérez Góngora

El 7 de julio del 2004 a las 02.50 horas aproximadamente, David Marcial Pérez Góngora fue

intervenido por efectivos de la móvil N° 06 del Serenazgo de Carmen de la Legua Reynoso al

mando del Sub Oficial de Primera PNP Carlos Torres Condemarín contando con el apoyo de la

móvil N° 07, también del Serenazgo al mando del Sub Oficial Técnico de Primera PNP Arturo

Cueva Pecho, hallándose en su poder según Oficio N° 144, un envoltorio conteniendo al parecer

pasta básica de cocaína, motivo por el cual fue derivado a la Comisaría PNP de Carmen de la

Legua Reynoso. En la comisaría negaron repetidas veces el acceso a su hermano, quien quería

indagar el motivo de la detención, llevarle sus alimentos y verificar su estado de salud. Cuando

recién pudo ingresar y ver en qué calabozo estaba David Pérez, lo encontró en posición de

cúbito ventral, con la ropa mojada, con el cuerpo frío y con hematomas en el rostro. El día 9 de

julio del 2004 debido a las noticias propaladas en los diarios, que daban cuenta de la muerte de

David Pérez en los calabozos de la Comisaría de Carmen de la Legua Reynoso, la familia empe-

zó a recibir llamadas anónimas con amenazas de tomar medidas extremas en caso de que se

•••••••
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continúe solicitando el esclarecimiento de la muerte de David Pérez. Así mismo en las esquinas

del domicilio de la familia se estacionaron vehículos particulares, en cuyo interior se encontra-

ban efectivos del Serenazgo de Carmen de la Legua. El caso se encuentra en investigación preli-

minar en la Séptima Fiscalía Provincial Penal del Callao con ingreso N° 291-2004. COMISEDH,

está haciendo el seguimiento del caso en la fiscalía y el Instituto de Medicina Legal.

TORTURA

Pablo Favio Sánchez Conde

El día 28 de agosto del 2003 aproximadamente a las 12.30 pm. efectivos de la PNP de la ciudad de

Chincha detuvieron a Pablo Favio Sánchez Conde y a su hermano Miguel Sánchez Conde por

que aparentemente tenían planificado robar un restaurante. Durante su detención el agraviado

sostiene haber sido víctima de maltratos físicos en diferentes partes del cuerpo conforme al

reconocimiento médico legal, donde se aprecia que presenta equimosis y tumefacciones, (oca-

sionadas con una llave francesa stilson y lesiones sufridas a manos del SOT2 PNP César Rojas

Castillo). El comisario de la delegación policial de Chincha, Ricardo Enrique Guillén Balbín,

fue denunciado e instruido mediante proceso penal por permitir que se cometieran al interior

de la delegación policial actos de lesa humanidad, así como cuestionar el normal desarrollo de la

función del representante del Ministerio Público.

La Comisión de Derechos Humanos de Ica, se apersonó al proceso judicial en defensa de los

derechos del agraviado. Después se toma conocimiento que el procesado abusando de su condi-

ción de autoridad policial, ejerce presión a través de su abogado para amedrentar al Fiscal Pro-

vincial Mixto de la ciudad de Chincha, Dr. Henry Cama Godoy, quien denunció estos actos de

hostilización ante la Decanatura de Ica, remitiendo documentación sobre la irregular actuación

del procesado. CODEHICA puso en conocimiento estos hecho a las diversas instituciones

tutelares del derecho como: la Fiscalía de la Nación, Ministerio Público de Ica, Defensoría del

Pueblo, Amnistía Internacional, y organismos de derechos humanos a nivel nacional (CNDDHH,

IDL, IPEDEHP, COMISEDH), a fin de que se tomen las medidas correctivas necesarias para

que la función fiscal continúe de manera imparcial, preservando la independencia de funciones,

ante ello el Fiscal Decano del Ministerio Público de Ica Dr. Rigoberto Parra Rodríguez, ha

iniciado las investigaciones correspondientes, recibiendo las declaraciones de los investigados.

José Orlando Goycochea Vino y otros

El 6 de octubre del 2004 llegaron al Penal de Socabaya, los internos Jorge Orlando Goycochea

Vino, Carlos Mendoza Ñahui Pino, Manuel Castillo Sánchez, Rogelio Aguilar Chambi y Jorge

Luis Guerrero Villalobos, trasladados de los penales de Tacna y Moquegua. Ese mismo día, los

internos Jorge Luis Rosado Salvador, Samuel Aroque Manco, Alberto Jaime Curo Sillo, Jorge

Armando Camargo Mora y Ricardo Alberto Zapata Asén ingresaron por primera vez al mismo

penal. Posteriormente todos fueron llevados a la sala de clasificación, y al tópico del penal, para

ser sometidos a un examen médico, y a la alcaidía donde fueron registrados en el cuaderno de

ingreso, retornando después a la sala de clasificación. Como a las siete de la noche, fueron

conducidos al patio del penal donde les ordenó realizar ejercicios físicos. En esas circunstan-
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cias, diez agentes del INPE, se les acercaron y los rociaron con gas en el rostro, procediendo a

golpearlos con sus varas de goma, obligándolos a echarse en el suelo y mantener la cabeza baja,

mirando al piso. Los golpearon también en las plantas de los pies, les dieron patadas y puñetes en

diversas partes del cuerpo (cabeza, espalda, pecho y brazos), aproximadamente durante una hora

y veinte minutos. Posteriormente, les hicieron ponerse de pie, y les volvieron a echar gas en el

rostro. A las 8 y 20 de la noche, los ingresaron en la celda de clasificación. Al otro lado del patio,

agentes del INPE observaban estos hechos. Al día siguiente, 7 de octubre del 2004, los 10 inter-

nos fueron trasladados al tópico del penal por el Técnico Morales Márquez. Al ser preguntados

por el enfermero sobre las lesiones que presentaban, mintieron señalando que se habían caído.

Ese mismo día, fueron sacados nuevamente al patio del Penal donde nuevamente fueron agredi-

dos. Primero sacaron a los “tacneños” (internos trasladados del Penal de Tacna: Carlos Mendoza

Ñahui Pino, Jorge Orlando Goycochea Vino y Manuel Castillo Sánchez), luego a los provenien-

tes de Moquegua y posteriormente los de Arequipa. El modus operandi era el mismo, primero

cerraban las puertas detrás de los internos, apagaban las luces, luego les echaban gas en el rostro

y los golpeaban con las varas de goma, obligándolos a echarse en el suelo. Los agresores eran

cerca de quince agentes del INPE, todos encapuchados, los mismos que se turnaban para gol-

pearlos. Devueltos a la celda de clasificación los mantuvieron incomunicados durante varios

días. Conforme denuncias verbales a la Defensoría del Pueblo de Arequipa, y comunicaciones

escritas presentadas al Defensor del Pueblo de Lima y al Director del Instituto Nacional Peni-

tenciario, los internos agraviados pusieron en conocimiento de dichas autoridades las agresio-

nes sufridas a manos de los agentes del INPE, solicitando el traslado a sus penales de origen.

La Primera Fiscalía Mixta del Módulo Básico de Paucarpata, Arequipa, estuvo a cargo de la

investigación, formalizando denuncia penal por los delitos de tortura y abuso de autoridad

contra los agentes penitenciarios Benedicto Choque Caetano, Walter Ricardo Guerrero Roque,

José Luis Morales Quezada, Guillermo Cleto Valvidia Mojorovich y Carlos Morante Yanqui.

Actualmente el expediente se encuentra en el juzgado pero aun no se ha abierto instrucción. Con

fecha 13 de diciembre del 2004, COMISEDH curso una Carta a la Fiscal de la Nación informán-

dole sobre los hechos, solicitándole la debida investigación.

Ricardo Huaringa Félix

El día 14 de noviembre del 2004, aproximadamente a las ocho y treinta de la noche, Ricardo

Huaringa Félix llegó a bordo de un taxi a las inmediaciones del Hospital de la Solidaridad del

distrito de Comas (Lima). Siendo intervenido por el altercado con el taxista por los efectivos

policiales que custodiaban el hospital (Capitán PNP Flavio Roberto Vásquez Burga y el Sub

Oficial Walter Willy Ochoa Magallanes). Sin embargo, dado que el agraviado estaba ebrio, ha-

bría faltado el respeto al referido capitán, llegando incluso a romperle la correa metálica del

reloj de pulsera, por lo que ambos policías le propinaron diversos golpes de puño y puntapiés en

el abdomen, provocándole la ruptura del mesenterio y páncreas, causándole la muerte. Dado

que el referido agraviado vivía por las inmediaciones del lugar de los hechos, los vecinos trata-

ron de ayudarlo y evitar que continúen con la golpiza, sin embargo, el efectivo policial Armando

Agustín Mario Valencia Castro, también custodio del hospital, impidió todo acercamiento al

agraviado, usando para ello su vara de reglamento, y justificando la golpiza. Asimismo, lejos de

auxiliar a la víctima, o permitir que sus familiares o amigos lo socorrieran, el Capitán Vásquez

Burga amenazó con su arma de reglamento a los últimos nombrados, argumentando que ya se
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había llamado al patrullero para conducirlo a la dependencia policial, cosa que no ocurrió, por

lo que ante el reclamo de los presentes, fue trasladado por sus familiares al Hospital Cayetano

Heredia llegando cadáver. La Séptima Fiscalía Provincial Penal del Cono Norte abrió investiga-

ción policial, la misma que estuvo presente en todas las diligencias policiales. Así, con fecha 23

de noviembre del 2004, formalizó denuncia penal contra el Capitán PNP Flavio Roberto Vásquez

Burga y el Sub Oficial Walter Willy Ochoa Magallanes y el ET3 Armando Agustín Mario Valen-

cia Castro por el delito contra la humanidad, en la modalidad de tortura agravada seguida de

muerte. El 13 Juzgado Penal del Cono Norte, aperturó proceso penal (Expediente 4002-2004),

dictando mandato de detención contra los tres procesados, quienes presentaron apelación al

mandato de detención, sin embargo, el juez del 13 Juzgado Penal la declaró improcedente por

extemporánea. El procesado Valencia Castro fue detenido y conducido al Penal de Lurigancho.

A los otros coprocesados no se les pudo hacer efectiva la orden judicial. Los actuados fueron

remitidos al Duodécimo Juzgado Penal del Cono Norte – Reos en cárcel. En estas circunstan-

cias, Armando Agustín Mario Valencia Castro solicita la variación del mandato de detención por

el de comparecencia restringida. La Sala Superior de Reos en Cárcel del Cono Norte, con fecha

13 de enero del 2005, resolvió ordenando comparecencia restringida a Armando Valencia Castro.

Por su parte, el procesado Flavio Roberto Vásquez Burga presentó apelación al mandato de

detención dictado en su contra, la misma que le fue concedida, programándose la vista de la

causa para el 18 de enero del 2005. Ya que sobre la petición de Ochoa Magallanes no se formó

cuaderno aparte, el juez del 12 Juzgado Penal remitió a la sala el escrito de apelación al mandato

de detención presentado por él mismo, estando hasta la fecha para su pronunciamiento.

Peter Chávez Vásquez

Peter Chávez Vásquez, joven que cumplía el servicio militar voluntario en la Base Militar de

Cangari – Huanta, Ayacucho, fue encontrado sin vida en circunstancias extrañas y aún no escla-

recidas. El día 23 de junio del 2004, aproximadamente a las 9:00 pm., el jefe de la Base Militar de

Cangari, Teniente EP Oscar Eduardo Chang Pillaca había sido alertado de un supuesto ataque

terrorista, efectuando disparos al aire. Es en esas circunstancias que el cabo Peter Chávez Vásquez,

que se encontraba parapetado en la trinchera N° 05 habría salido corriendo hacia la ranchería

(cocina), ubicada a 20 metros con dirección al cerro, detrás del comedor y dormitorio de oficia-

les. En esos momentos se escucharon ruidos en los techos de calamina de los ambientes men-

cionados y varios disparos en la zona, el resto de efectivos militares efectuaron disparos al cerro.

Instantes después, cesados los disparos procedieron a verificar la condición de todo el personal,

y al no encontrar respuesta sobre la presencia de Peter Chávez Vásquez, procedieron a revisar en

la cocina, lugar donde fue hallado muerto.

La Fiscalía Provincial Mixta de Huanta abrió investigación policial por la presunta comisión

del delito contra la vida, el cuerpo y la salud – homicidio en agravio del cabo EP Peter Chávez

Vásquez. Según el certificado de necropsia ordenada por el Ministerio Público de Huanta, la

muerte del joven fue ocasionada por la penetración de arma blanca, es decir un elemento con-

tundente y con punta y/o filo. Posteriormente se realizó una segunda necropsia en el Hospital

Militar Central sin presencia del representante del Ministerio Público, señalando que el joven

murió de un impacto de bala y no de dos impactos como habían afirmado anteriormente, sin

hacer mención al supuesto “ataque terrorista”. Con fecha 29 de septiembre del 2004, la Fiscalía

Mixta de Huanta y Ayacucho resolvió no ha lugar formalizar la denuncia penal por presunto
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delito contra la vida, el cuerpo y la salud en la modalidad de homicidio en agravio de Peter

Chávez Vásquez, ordenándose el archivo provisional de los actuados, al no haber identificado

plenamente al autor o autores. La Segunda Fiscalía Superior Mixta de Ayacucho, mediante reso-

lución de fecha 23 de noviembre del 2004, resolvió ampliar las investigaciones por un plazo

improrrogable de treinta días. Actualmente el caso se encuentra en investigación preliminar en

la Fiscalía Provincial de Huanta.

El presente caso fue conocido por COMISEDH y por la Comisión de Derechos Humanos

de Pucallpa. COMISEDH asumió la defensa legal de los padres y envió el escrito de apersonamiento

de abogados a la Comisión de Derechos Humanos de Pucallpa, a efectos que sea firmado por los

padres del agraviado, así como se le solicitó las copias de sus documentos de identidad. Se

presentó además recurso de queja de derecho contra la resolución de archivo provisional expe-

dida por la Fiscalía Provincial de Huanta.

Josué Cámara Fretell

Josué Cámara Fretell fue intervenido el 25 de abril del 2004 por personal del Serenazgo de la

Municipalidad Distrital de Carmen de la Legua Reynoso, provincia del Callao, cuando que

regresaba a su domicilio, en compañía de Luis Edgardo Grada Mansilla. Josué Cámara fue agre-

dido físicamente para luego ser conducido a la comisaría del sector, en la que fue nuevamente

agredido por efectivos policiales. Frente a la situación critica de su estado de salud (vómitos

provocados por los puntapiés recibidos en el estomago al momento de su intervención), tuvo

que ser evacuado de emergencia al Hospital Daniel Alcides Carrión. Por presión de sus familia-

res, la Municipalidad Distrital de Carmen de la Legua Reynoso asumió los gastos de interven-

ción quirúrgica y hospitalización. El caso pasó a la 7ma. Fiscalía Provincial del Callao. El 17 de

agosto del 2004, la Fiscalía formaliza denuncia penal contra Ricardo Bedón Campomanes por

delito contra la vida, el cuerpo y la salud - lesiones graves. Con fecha de 21 de septiembre del

2004 se abrió proceso judicial en el 1er. Juzgado Penal del Callao, con el Exp. N° 2859-04. Esa

misma fecha COMISEDH tomó conocimiento de los hechos y se los comunicó a la Defensoría

del Pueblo del Callao. El 26 de noviembre se interpuso recurso de apelación contra el extremo

que dicta mandato de comparecencia a favor del inculpado Ricardo Bedón Campomanes, a fin

de que se declare fundado y revocándolo, disponga mandato de detención. El 3 de diciembre del

2004 se solicitó la ampliación de denuncia por la comisión de delito contra la humanidad -

tortura

ABUSO DE AUTORIDAD

Max Chombo Espinoza

El día 7 de septiembre del 2004 en horas de la noche, el agraviado se encontraba con su convi-

viente la Sra. Elena Ramos Fernández, con quién sostuvo un conflicto familiar, por lo que fue

denunciado en la delegación policial de la Esperanza. Aproximadamente a las 10 pm, tres miem-

bros de la Policía del Puesto de la Esperanza ingresaron a su domicilio y lo sacaron a golpes,

conduciéndolo a la delegación policial donde fue víctima de una golpiza hasta que perdió el

conocimiento.
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Aproximadamente a las 6 am. el agraviado despertó, sintiendo dolores en el tobillo y el

cuerpo. Después como a las 9 am. los policías lo sacaron de la celda, conduciéndolo a una de las

oficinas para darle una notificación, (resaltamos que los agresores no portaban insignia que los

identifique como policías), citándolo para el día 9 de septiembre, por denuncia de violencia

familiar.

CODEH - Pasco recepcionó la denuncia del agraviado el día 8 de septiembre del 2004,

logrando que el Ministerio Público oficiara al médico legista para el examen médico legal.

Asimismo se realizó la denuncia por tortura ante el Ministerio Público de la 2da Fiscalía de

Pasco el día 9 de septiembre del 2004 contra el SO3 PNP Zenón Riccse Chaupis, y el SO3 PNP

José Carlos Morales Montesinos. El Fiscal ordenó que el Fiscal Adjunto se encargue de las

investigaciones, quien tomó la manifestación al agraviado. La denuncia fue evaluada y paso para

su investigación al primer juzgado penal. Actualmente se ha notificado al agraviado para que

ratifique la denuncia por tortura.

Juan Berrospi Mesa

El agraviado se desempeña en calidad de Director del Programa “Lo Bueno lo malo y lo feo de

la noticia” de “Radio Altura Digital”, en el Distrito de Chaupimarca - Pasco. El mes de septiem-

bre al salir Juan Berrospi de su programa de radio (que emite de 8:00 a 10:00 am.) se encontró

con José Stalin Yauri Misari (que en ese momento se desempeñaba como gobernador del distri-

to de Chaupimarca - Pasco), el que le propinó una golpiza, al ver esto los trabajadores de la radio

fueron a apaciguarlos.

Luego José Stalin solicitó a un programa de radio salir al aire para hacer una denuncia contra

Juan Berrospi por agresión.

Juan Berrospi interpuso denuncia ante al Prefectura. CODEH - Pasco. Posteriormente se

hizo la denuncia penal por lesiones ante la Fiscalía Provincial de Turno y se solicitó el examen

médico legal respectivo. Finalmente se informó de lo ocurrido a la Prefectura-Pasco.

INOCENTES INJUSTAMENTE DETENIDOS

Herminio Palomino Soto

Herminio Palomino Soto, fue detenido el 19 de febrero de 1993, iniciándosele proceso por

delito de traición a la patria ante el fuero militar que lo sentencia el 26 de marzo de 1993 a 30 años

de prisión. Luego el tribunal especial resolvió confirmar; finalmente el Tribunal Supremo con-

firmó la pena el 16 de abril de 1993.

Con este fallo adverso se solicitó el indulto ante la Comisión de Indultos, sin obtener res-

puesta, luego, con el fallo del Tribunal Constitucional que declaraba la inconstitucionalidad de

las leyes antiterroristas, se le inició un nuevo proceso, que le ha permitido tener un juicio con

las garantías que establece la ley y de esta manera lograr demostrar su inocencia.

Paz y Esperanza asumió el caso en mayo del 2002, quedando pendiente de ser sustentado ante

la Comisión de Indultos, ya que el presidente dejó de lado esta política. A pesar de ello, en enero

del 2003 el Tribunal Constitucional ordenó el nuevo juzgamiento de los casos que habían sido

juzgados por delito de traición a la patria, dando inicio a un nuevo proceso a partir de mayo del
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2003. Paz y Esperanza hizo el seguimiento del caso así como el acompañamiento en las diligen-

cias programadas, las cuales se vienen realizando hasta el momento.

Este caso fue adoptado por Amnistía Internacional.

Víctor Raúl Palma Suárez

Víctor Raúl Palma Suárez, fue detenido el 24 de enero de 1995, por personal de la SECOTE que

ingresó al domicilio de su hermano, lugar donde residía, quienes al realizar el registro encontra-

ron una fotocopiadora enterrada, levantando un acta, al ser conducido con su hermano a las

oficinas de la policía fue objeto de maltratos físicos, logrando que se auto inculpara, a pesar de

indicar que la fotocopiadora le fue dada a guardar por dos desconocidos, que lo amenazaron de

muerte si se negaba a colaborar y, si denunciaba el hecho, matarían a toda su familia. Se le inició

proceso por delito de traición a la patria ante el fuero militar. El 18 de junio de 1995 se le

sentenció a 25 años de prisión, posteriormente el tribunal especial resolvió inhibirse a favor del

fuero común; finalmente el Tribunal Supremo revocó la sentencia y lo condenó a cadena perpe-

tua el 26 de diciembre de 1995. Solicito el indulto ante la Comisión de Indultos, sin obtener un

resultado favorable. Con el fallo del Tribunal Constitucional que declaró la inconstitucionali-

dad de las leyes antiterroristas, se inició un nuevo proceso con las garantías que establece la ley,

y de esta manera el fiscal en su dictamen expresó que no hay mérito para pasar a juicio oral. Paz

y Esperanza asumió el caso en octubre de 1997. El 17 de julio del 2002 se presentó el recurso

extraordinario de revisión de sentencia, sin obtener respuesta favorable, de igual modo se pre-

sentó la solicitud de indulto, que incluso se llegó a sustentar sin obtener respuesta, ya que el

presidente dejó de lado la política de indultos. En enero del 2003 el Tribunal Constitucional

ordenó el nuevo juzgamiento de los casos por delito de traición a la patria, iniciando un nuevo

proceso. A partir de marzo del 2003 se hizo el seguimiento del caso, así como el acompañamien-

to en las diligencias programadas. Se han presentado escritos de solicitud de confrontación,

apelación al auto apertorio de instrucción, y se resolvió no haber mérito para pasar a juicio oral.

Carlos Jorge Garay

Carlos Jorge Garay, fue detenido el 23 de julio de 1992, cuando se dirigía a un mercadillo cerca

de su domicilio. Ahí fue donde efectivos policiales desde una camioneta policial le solicitaron

sus documentos, percatándose que en su libreta militar señalaba una dirección en Independen-

cia, se le interrogó sobre su presencia en la zona, respondiendo que vivía allí, la policía le ordena

subir al vehículo donde lo vendaron y golpearon, además durante su detención en DINCOTE,

lo obligaron a firmar actas sin poder leerlas. Se le abrió instrucción por el delito de terrorismo

junto a las otras personas con las que fue detenido. El fiscal superior en su acusación solicitó

para ellos la cadena perpetua, así se inicio el juicio oral (en el que sólo se realizaron interrogatorios);

luego se emitió sentencia el 28 de febrero de 1996, condenándolo a 30 años, siendo declarada

nula la sentencia por la ejecutoria suprema, y abriendo nuevo juicio oral. Desde diciembre de

1998 hasta abril de 1999 se frustró el inicio del nuevo juzgamiento hasta en tres oportunidades,

por la inconcurrencia de los testigos.

El 19 de abril de 1999 se inició nuevamente el juzgamiento, en el que además se actuaron

algunas nuevas diligencias. A pesar de existir duda razonable expresada por el Ministerio Públi-

co, fue sentenciado el 3 de mayo de 1999 a 25 años de prisión; la Corte Suprema confirmó el fallo

declarando no haber nulidad, el 9 de julio de 1999.
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Con este fallo adverso se solicitó el indulto ante la Comisión de Indultos, sin obtener un

resultado favorable. Posteriormente el Tribunal Constitucional declaró la inconstitucionalidad

de las leyes antiterroristas y se inició un nuevo proceso, que le ha permitido tener un juicio con

las garantías que establece la ley, demostrando su inocencia. Fue absuelto el 2 de noviembre del

2004.

Paz y Esperanza asumió el caso en febrero del 2002. Desde el 30 de mayo del 2002 se ha hecho

el acompañamiento. Se sustentó la solicitud de indultos ante la Comisión de Indultos la cual fue

aprobada pero quedó pendiente de firma. Carlos José Garay fue adoptado como preso de con-

ciencia por Amnistía Internacional

INOCENTES LIBERADOS

Augusto Camacho Alarcón

Augusto Camacho Alarcón, fue detenido el 23 de julio de 1992, cuando se encontraba de retorno

a su domicilio, acusado de terrorismo. El 5 de agosto se le hizo un examen ectoscópico, dando

cuanta de una lesión equimótica en región poplítea izquierda (fue golpeado por los efectivos

que lo detuvieron). Se le apertura instrucción por el delito de terrorismo en agravio del estado,

y otros en el Tercer Juzgado Penal del Callao. El fiscal superior (con clave), en su dictamen

señala que hay mérito para pasar a juicio oral, y en virtud de tal la Sala Especial de Terrorismo del

Callao lo inició. El 13 de enero de 1994 Augusto Camacho fue sentenciado por la sala superior

referida a cadena perpetua, fallo que confirmó la Corte Suprema. Con fecha 5 de mayo del 2003

la Sala Nacional de Terrorismo declaró nulo todo lo actuado en el proceso seguido a Augusto

Camacho Alarcón, por lo que se le inició un nuevo proceso. Durante el juicio oral, se varió el

mandato de detención por el de comparecencia en mérito a que el fiscal en su requisitoria oral

no encontró elementos probatorios suficientes que lo vinculen con el hecho imputado. El 26 de

octubre del 2004 fue absuelto de la acusación fiscal.

Paz y Esperanza asumió el caso en abril del 2003, desde esa fecha se ha hecho el seguimiento,

así como el acompañamiento en las diligencias programadas, hasta la conclusión del proceso,

logrando la libertad y absolución de Augusto Camacho.

Julia Rodríguez Suárez

Julia Rodríguez Suárez, fue detenida el 8 de abril de 1994. Cuando fue a visitar a su hermana

Alejandrina al Penal de Mujeres de Chorrillos; luego de la revisión de las cosas que llevaba, la

policía encontró en el bolsillo de una de las prendas que iba a ingresar, un manuscrito con

contenido subversivo, así que inmediatamente procedieron a su detención, a pesar que ni ella

misma sabía del porqué. Fue interrogada sin la presencia de un representante del Ministerio

Público. Fue sometida a presión física y psicológica para que se auto inculpe y señale a otras

personas. Luego derivaron el proceso al 43 Juzgado Penal, que inició juicio oral en un tribunal

sin rostro, donde es sentenciada el 10 de agosto de 1995 a 10 años de pena. Luego se interpuso

recurso de nulidad ante la Corte Suprema, misma que el 27 de junio de 1996 le aumentó la pena

a 12 años. Su caso quedó pendiente de ser sustentado ante la Comisión de Indultos. Con el fallo

del Tribunal Constitucional que declaraba la inconstitucionalidad de las leyes antiterroristas, se
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le inicia un nuevo proceso con las garantías que establece la ley, logrando demostrar su inocen-

cia siendo absuelta.

Paz y Esperanza asumió el caso (pendiente de ser sustentado ante la Comisión de Indultos)

en enero del 2002. A partir de marzo del 2003 se hizo el seguimiento, así como el acompaña-

miento en las diligencias programadas, hasta la conclusión del proceso, logrando la libertad y

absolución de Julia Rodríguez Suárez el 29 de octubre del 2004.

Efraín Turpo Sillo

Fue capturado con su hermano por miembros de la Policía Nacional el Perú el 15 de diciembre

de 1992 en la Comunidad Minera de Aporoma, ubicada en el lugar denominado Pabloccoya,

Distrito de Phara, Provincia de Sandia, Departamento de Puno.

Efraín Turpo Sillo fue capturado por el grupo subversivo Movimiento Revolucionario Túpac

Amaru “MRTA”, el 12 de mayo de 1992. De su declaración instructiva se advierte que fue obliga-

do a pertenecer al grupo bajo amenaza de muerte (cargaba bultos conteniendo víveres), hasta el

3 de junio de 1992. Durante su permanencia Efraín Turpo Sillo participó con los subversivos del

MRTA en las incursiones a Limbani, Phara y Aporoma, con el objeto de reunir a todos los

vecinos para que se organicen contra los ladrones sin tener ningún enfrentamiento. No se ha

acreditado que al ser capturado tuviese alguna clase de armas y explosivos y si bien le asignaron

el nombre de “Nelson”, no significa que por eso fuera un miembro del MRTA. Sobre este caso

se acreditó el delito terrorismo en agravio del Estado pero nunca se acreditó plenamente la

responsabilidad penal de Efraín Turpo Sillo en la comisión del delito de terrorismo en la moda-

lidad de pertenecer a una organización terrorista. Sin embargo, fue sentenciado a la pena priva-

tiva de libertad de 20 años, ingresando a un establecimiento penal el 18 de enero de 1993. El

trabajo de evaluación del presente caso se efectuó en coordinación con el Equipo Pastoral del

Establecimiento Penal de Yanamayo - Puno a cargo del Capellán Marcos Degen Düblin y con la

Defensoría del Pueblo representada por la Comisionado para Asuntos Penitenciarios Dra. Luz

Herquinio Alarcón. Una vez que se emite el auto de nulidad de sentencia y ejecutoria suprema

así como insubsistente la acusación fiscal el 8 de agosto del 2003 por la Sala Nacional de Terro-

rismo, se asumió la defensa habiendo participado en ella desde que se declara el mérito para

juicio oral mediante resolución del 15 de enero del 2004, proceso que fue conocido por la Sala

Especial de Terrorismo de Puno. La defensa sostuvo la inocencia argumentando que el acusado

Efraín Turpo Sillo actuó bajo intimidación y amenaza ejercida por los subversivos del MRTA,

por lo tanto no hay  evidencia que la colaboración prestada por Efraín se realizara de manera

conciente y voluntaria. Efraín Turpo Sillo es absuelto del delito de terrorismo en agravio del

Estado el 5 de mayo del 2004, disponiéndose su inmediata libertad.

Pablo Fermín Hirpanoca García

En los hechos imputados por el Ministerio Público a Pablo Fermín Hirpanoca García en el

proceso de terrorismo se describe que fue separado del servicio militar en la base de Ninantaya

al haberse determinado que fue reclutado por las filas de Sendero Luminoso en junio de 1989 en

la Comunidad de Copac Acopata-Progreso-Asillo, además de ser responsable con las huestes

terroristas de varios atentados. Asimismo se le acusó de estar en el ejército para robar uniformes,
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armas, y municiones, así como entregar información al grupo subversivo, situación por la que

fue sentenciado a 20 años de pena privativa de libertad, cumpliendo pena desde el 2 de julio de

1993. El trabajo de evaluación del presente caso se efectuó en coordinación con el Equipo

Pastoral del Establecimiento Penal de Yanamayo-Puno a cargo del Capellán Marcos Degen Düblin

y la Defensoría del Pueblo con la Comisionado para Asuntos Penitenciarios Dra. Luz Herquinio

Alarcón.

CEDEH asumió la defensa desde que se declara haber mérito para juicio oral mediante

resolución de fecha 20 de enero de 2004, proceso que fue conocido por la Sala Especial de

Terrorismo de Puno con el número de Expediente 2003-0055.

Una vez efectuado el apersonamiento se efectuó la defensa teniendo como argumentos que el

acusado Pablo Fermín Hirpanoca García ha desconocido durante el juicio oral las acusaciones

que se le imputan y desmentido lo que anteriormente afirmó en su declaración ante la Policía

Nacional y en su declaración instructiva al ser sometido a intensas torturas (el temor y presión

lo obligó a reconocer su participación en hechos en los que jamás intervino), similar situación

se presentó ante el juez sin rostro (instantes previos fue amenazado el soldado que lo cuidaba

para que mantenga lo que le habían obligado a aceptar en la policía durante su declaración

inicial); no estaban presentes en tales declaraciones el representante del Ministerio Público, ni

abogado defensor alguno, pues nadie se identificó como tal. Al negar todo lo que se le imputaba

a Pablo Fermín Hirpanoca García, se consideró su detención como arbitraria, ilegal, atentatoria

contra sus derechos e injusta.

El 7 de mayo del 2004, la Sala Especial de Terrorismo Puno falla declarando absuelto a Pablo

Fermín Hirpanoca García, se ordena el sobreseimiento provisional de la causa y el archivo

definitivo, así como la anulación de los antecedentes derivados del proceso.

EXCESOS DE RONDAS CAMPESINAS

Secuestro de campesino por rondas campesinas

El 20 de octubre del 2004 el señor Manuel Mundaca Vargas fue detenido por las rondas campe-

sinas del caserío de Las Palmeras, provincia de Moyobamba, Región San Martín. El señor Juan

Aníbal Santa Cruz, presidente de las Rondas Campesinas de San Martín, ordenó la incursión en

su domicilio siendo maltratado físicamente acusándosele de tener armas, las que nunca fueron

encontradas. El señor Mundaca Vargas permaneció retenido en poder de las rondas por más de

20 días.

HOMONIMIA

Caso Francisco Ramos

El 22 de septiembre, el señor Francisco Ramos Ríos es detenido por seis efectivos policiales al

salir de su domicilio. El señor Ramos Ríos fue conducido a la oficina de DIVCOTER (División

contra el Terrorismo) de la ciudad de Cusco sin informarle los motivos de su detención ni el

lugar a donde era conducido. Ya en la ciudad de Cusco recién se le informa el motivo: homoni-

mia por terrorismo, permaneciendo detenido más de ocho horas. Se le puso en libertad previa

solicitud de la copia certificada de la resolución de homonimia expedida por la Corte Superior

de Cusco.
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El señor Ramos refiere que es la tercera vez que sufre detención arbitraria por homonimia y

que la persona que buscan es natural de Apurímac.

Los efectivos de DIVCOTER se resistieron a dejarlo en libertad a pesar de que el señor

Ramos presentó la resolución judicial de la Corte Superior de Cusco, señalando que su caso se

trata de una homonimia, así como una constancia otorgada por el Penal de Qenccoro donde

indican el motivo de su libertad.

La Vicaría de Solidaridad de Sicuani ha brindado asesoramiento al señor Ramos y ha coordi-

nado con la Defensoría del Pueblo de Cusco a fin de que dialogue con el Jefe de la Región

Policial para que no sigan deteniendo al señor Ramos y que ésta le entregue una constancia de

tener conocimiento de la resolución emitida por la Corte Superior que señala que el señor

Ramos es persona distinta a la que se le sigue el proceso por delito de terrorismo, y que de

producirse otra detención se procedería con la denuncia por abuso de autoridad.

DERECHO A LA EDUCACIÓN

Laura Villanueva Hernández

El 8 de julio del 2004 el Director del Centro Educativo N° 16005, Morro Solar, ubicado en el

distrito de Jaén, departamento de Cajamarca, impidió el ingreso de la menor Laura Villanueva

Hernández, de 8 años de edad, argumentando que ni la niña ni su madre habían hecho entrega de

la partida de nacimiento de la menor, impidiéndolo hasta que la presentaran.

El 12 de julio la madre de la menor, señora Zoila Hernández La Choz y su menor hija se

apersonaron a la oficina de la Vicaría de la Solidaridad de Jaén solicitando asesoría legal sobre su

caso.

El 13 de julio los abogados de la Vicaría de la Solidaridad se comunicaron con el director del

referido centro educativo y le informaron que se estaba produciendo una limitación al ejercicio

del derecho a la educación de la menor, pudiendo incluso ser objeto de proceso administrativo

y judicial. El director se disculpó, afirmando que la menor continuaría en el centro educativo,

informando que se había procedido así porque la Unidad de Gestión Educativa estaba solicitan-

do los documentos y ya habían transcurrido más de 4 meses desde el compromiso de la madre a

proporcionarlos.

La madre de la menor realizó los trámites para la obtención de la partida de nacimiento con

el apoyo de la DEMUNA de Jaén quienes solicitaron la exoneración del derecho de pago de 130

nuevos soles para poder sacar la partida de nacimiento extemporánea de Laura Villanueva Hernández.




